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Tras la formalización de 8 ex funcionarios de la administración Bachelet por los errores y omisiones que rodearon las primeras decisiones que siguieron al 27-F, se ha instalado en Chile una pesada confusión sobre lo que cabe entender por “responsabilidad política”, en el entendido que esta última es de naturaleza muy distinta a lo que la jueza Solange Huerta argumentó en clave jurídica en su resolución. Esta confusión, que ha enfrentado a políticos oficialistas y de oposición ante la mirada entre atónita (para unos pocos) e indiferente (para la mayoría de los chilenos transformados por un breve momento en veraneantes) por un epílogo que algunos lo quieren inocuo y otros catastrófico, augura una forma de política tóxica para los próximos dos años electorales.

¿Qué cabe entender por responsabilidad política? Básicamente, la puesta en juego de la dimensión causal o moral de la conducta de una autoridad política por la que ésta pudo hacer o no hacer en una determinada situación, ante un pueblo al que la teoría democrática le atribuye la virtud de discriminar sobre las razones de sus acciones u omisiones, o bien respecto de arreglos institucionales cuya violación podría acarrear algún tipo de consecuencias. Mientras en la primera forma de responsabilidad política ésta se ejerce ante el pueblo erigido en electorado al momento de las elecciones, en la segunda es otro poder del Estado (pongamos por caso el Congreso) el que podría destituir a una autoridad o sancionarla retrospectivamente (por ejemplo mediante una acusación constitucional, o a través de la revocatoria del mandato, un procedimiento de origen extra-terrestre y totalmente desconocido en Chile). Como se puede apreciar, se trata de un asunto netamente normativo, sujeto a discusión, y que nada tiene que ver con fallos judiciales, ya que es de justicia política (y no criminal, civil o administrativa) que estamos hablando.
Pero tanto o más importante que lo anterior es el supuesto, irrealista, en el que se apoya esta forma de responsabilidad. Dicho supuesto sugiere que el pueblo, el electorado o simplemente la “gente” votaría en función de la puesta en juego de la responsabilidad política de una autoridad (“Bachelet se equivocó el 27 de febrero del 2010, por lo tanto no votaré por ella en diciembre del 2013”), esto es presumiendo que el comportamiento de miles y hasta millones de votantes tomaría en consideración conductas pasadas para elegir entre ofertas que tendrán vigencia en el futuro. Aún más: no faltarán los analistas y comentaristas que argumentarán acerca de lo que efectivamente se jugó en una elección, reproduciendo la creencia dóxica en una responsabilidad política que habría sido juzgada por el pueblo, la que coexistiría con programas y promesas de campaña que también habrían sido consideradas por los votantes. La gran debilidad de este gargarismo en el sentido de Nabokov (“la laringe es la sede del pensamiento, de modo que el trabajo de la mente es una especie de gargarismo”) radica en que pasa por alto lo esencial: para que esta responsabilidad se ejerciese de verdad, se requeriría de deliberación pública sobre lo que motiva la acusación de irresponsabilidad, hoy el 27-F y la reconstrucción en las zonas siniestradas por el terremoto, y ayer el Transantiago, lo que evidentemente no se condice con la realidad (para bien o para mal). 
Digámoslo con todas sus letras: si se quiere creer que el tema de la responsabilidad política de Bachelet estará presente en la próxima elección presidencial, eso significa que la política criolla ha llegado a niveles de alta degradación. Qué duda cabe: las elecciones no se ganan, y las democracias no son dignas de elogio cuando lo que se hace es, a imagen y semejanza de un automovilista nostálgico, mirar cómo el paisaje cambia por el sólo hecho de avanzar, anhelando que algo del pasado, eso que nos conviene, se resista a quedar atrás. No tengo dudas que, si en 2013 Bachelet gana la elección, su triunfo nada nos dice de lo que el pueblo quiso decir acerca de su actuación el 27-F, del mismo modo en que nada sabremos sobre su juicio respecto del pasado si la ex presidenta llegase a perder. Del mismo modo en que la política se vuelve tóxica al estigmatizar a una ex autoridad por irresponsabilidad por no haber actuado “bien”, ésta se torna también venenosa cuando se acusa al presidente Piñera de incompetente en el marco del proceso de reconstrucción después del terremoto. Ambas posturas deben ser rechazadas, en el entendido que el pueblo sabrá juzgar, a su manera, ofertas que dicen mucho acerca del pasado y poco del futuro. 
